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Sobre:   
Daños y Perjuicios   

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Coll Martí, el Juez 

Ramos Torres y la Jueza Rivera Marchand. 
 
Rivera Marchand, Jueza Ponente. 

 
RESOLUCIÓN 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 16 de enero de 2020. 

 Comparece el Sr. Tomás Irizarry Concepción (señor Irizarry o 

peticionario) y solicita que revoquemos la Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI o foro 

primario) el 15 de octubre de 2019.1 Mediante su dictamen, el foro 

primario denegó una solicitud para presentar una reconvención en 

el caso de epígrafe. Para una mejor comprensión del recurso ante 

nos, a continuación resaltamos el trámite procesal correspondiente. 

Veamos. 

I.  

El 12 de enero de 2018 el Sr. Alejando Cofresí Bobé (señor 

Cofresí o recurrido) instó Demanda por derecho propio, sobre daños 

y perjuicios en contra de la Sra. María S. Díaz Cabrera (señora Díaz) 

y el señor Irizarry. En síntesis, relató que en marzo de 2017 había 

presentado una demanda en contra de la señora Díaz y el 

peticionario por razón de que unos árboles que situaban en la 

                                                 
1 La determinación fue notificada el próximo día. 
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propiedad del señor Irizarry le estaban causando daños a su 

propiedad. Explicó que luego de celebradas varias vistas, el TPI le 

ordenó al señor Irizarry cortar los árboles, pero este había 

incumplido dicha orden. Añadió que debido al mencionado 

incumplimiento, su propiedad continuaba viéndose perjudicada y se 

veía imposibilitado de reparar los daños y remodelar su propiedad. 

Explicó que tras el paso de los Huracanes Irma y María por Puerto 

Rico, los árboles le habían causado daños adicionales valorados en 

$90,870.00. Asimismo, reclamó la cantidad de $8,950.00 por no 

poder operar su oficina en su residencia y $100,000.00 por daños 

emocionales propios y de su novia, con quien reside. Además de lo 

anterior, solicitó al TPI que reiterara la orden de cortar los árboles y 

eliminar las raíces de los mismos.  

El 6 de junio de 2018 la señora Díaz contestó la demanda y 

en síntesis, negó las alegaciones en su contra. En particular, 

expresó que a pesar de que reside en la residencia del señor Irizarry, 

no es la dueña de la misma, por lo que no puede disponer de los 

árboles. Tras varias incidencias procesales, el TPI señaló una vista 

para la conferencia inicial. Llegada la fecha pautada, compareció el 

señor Cofresí por derecho propio y la señora Díaz, acompañada de 

su representación legal. Según consta de la Minuta, el TPI evaluó las 

argumentaciones de las partes, concedió un término para presentar 

el informe para el manejo de casos y citó a las partes para el 2 de 

noviembre de 2018 para la celebración de la Conferencia Inicial. El 

foro primario emitió una Orden el 10 de diciembre de 2018 y 

concedió un término de quince días al peticionario para que 

presentara su contestación a la demanda. En su lugar, el 18 de 

diciembre de 2018, el señor Irizarry presentó Solicitud de 

desestimación y arguyó que la causa de acción estaba prescrita 

desde diciembre de 2017, pues la parte contraria advino en 

conocimiento del daño sufrido desde diciembre de 2016. Luego de 
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evaluada la misma, así como su oposición, el foro primario emitió 

una Resolución el 16 de enero de 2019 y declaró No Ha Lugar la 

moción dispositiva.  

Así las cosas, el señor Irizarry presentó su Contestación a la 

demanda el 23 de enero de 2019 y negó las alegaciones en su 

contra. En particular, expresó que cumplió con las órdenes previas 

del Tribunal y era el recurrido quien se negaba a cumplir su parte. 

Aseguró, que había entregado al señor Cofresí una autorización 

escrita para realizar los trámites pertinentes ante el Departamento 

de Recursos Naturales y ahí se le había notificado al recurrido que 

debía obtener una certificación de la Autoridad de Energía Eléctrica. 

Expresó que el señor Cofresí se había cruzado de brazos y no había 

obtenido la certificación que le fue requerida. Además, indicó que el 

recurrido ha estado siempre autorizado a podar las ramas y raíces 

de los árboles que se adentren en su propiedad.  

Así las cosas, el foro primario citó a las partes a una 

conferencia inicial para el 19 de julio de 2019.2 Llegada la fecha, 

comparecieron las partes y el TPI notificó que el descubrimiento de 

prueba finalizaría el día 6 de diciembre de 2019. En igual fecha, los 

abogados debían reunirse con el propósito de confeccionar el 

Informe de Conferencia con Antelación a Juicio, que debía ser 

presentado en o antes del 13 de diciembre de 2019. Asimismo, citó 

a las partes a la conferencia con antelación a juicio para el 20 de 

diciembre de 2019 a las 9:00 a.m. 

Luego de varios trámites relacionados al descubrimiento de 

prueba, el 14 de octubre de 2019, el señor Irizarry presentó una 

Moción en solicitud de autorización para presentar reconvención. En 

su escrito, tal y como se desprende de su título, solicitó permiso al 

                                                 
2 El TPI citó a las partes en múltiples ocasiones a una conferencia inicial que 

fueron pospuestas por incomparecencias del señor Cofresí y el señor Irizarry. 

Véase, órdenes emitidas el 25 de enero de 2019, 19 de febrero de 2019, 26 de abril 

de 2019 y 21 de mayo de 2019. 
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TPI para incluir una reconvención, por razón de que había 

confrontado situaciones económicas y de salud a consecuencia de 

la reclamación presentada por el señor Cofresí en su contra. Razonó 

que ha sufrido daños emocionales y en su propiedad posterior a la 

presentación de su alegación responsiva. 

Evaluada la solicitud, el foro primario declaró No Ha Lugar la 

solicitud del señor Irizarry.3 Insatisfecho con la determinación, el 

peticionario presentó una Urgente solicitud de reconsideración que 

fue declarada No Ha Lugar mediante Resolución emitida el 22 de 

octubre de 2019, notificada el próximo día. Aun inconforme, el señor 

Irizarry acudió ante nos mediante Petición de certiorari el 22 de 

noviembre de 2019 y le imputó al foro primario la comisión de un 

error, a saber: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al no 

autorizar la reconvención del recurrente [sic], contando con 

tiempo suficiente para entender su reclamo y actuar en 

contra del principio de economía procesal y de los postulados 

de la Regla 1 de Procedimiento Civil vigentes [sic], 32 L.P.R.A. 

Ap. V, R.1. 

 

En síntesis, sostuvo que habiendo determinado que el 

descubrimiento de prueba debía culminar el 6 de diciembre de 2019, 

las partes disponían de tiempo suficiente para comparecer listos a 

la vista señalada. Reiteró que a consecuencia de la reclamación de 

autos, ha confrontado situaciones económicas y de salud.  

Evaluado el recurso de certiorari, emitimos una Resolución el 

4 de diciembre de 2019 y concedimos un término al señor Cofresí 

para exponer su posición. En cumplimiento, compareció el recurrido 

el 16 de diciembre de 2019 por derecho propio. En resumen, 

argumentó que la reconvención que interesa presentar el 

peticionario resulta tardía e improcedente en Derecho.  

                                                 
3 La determinación fue emitida el 15 de octubre de 2019 y notificada el próximo 

día. 
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Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver. 

II.  

A. Recurso de certiorari 

El recurso de certiorari es el mecanismo discrecional 

disponible para que un tribunal apelativo revise las resoluciones y 

órdenes interlocutorias de un tribunal de menor jerarquía. Regla 

52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R.52.1; Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). Las 

Reglas de Procedimiento Civil establecen que el Tribunal de 

Apelaciones expedirá el recurso de certiorari cuando el peticionario 

recurra de una resolución u orden sobre remedios provisionales, 

injunctions o de la denegatoria de mociones dispositivas. Íd. En ese 

sentido, el auto de certiorari es limitado y excluye aquellas 

determinaciones interlocutorias que pueden esperar hasta la 

determinación final del tribunal para formar parte de un recurso de 

apelación. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 336 (2012). 

El delimitar la revisión a instancias específicas tiene como propósito 

evitar la dilación que causaría la revisión judicial de controversias 

que pueden esperar a ser planteadas a través del recurso de 

apelación. Scotiabank de Puerto Rico v. ZAF Corporation, et al., 2019 

TSPR 90, resuelto el 9 de mayo de 2019.4  La Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil de 2009, supra, establece excepciones que 

permiten la revisión de: (1) decisiones sobre admisibilidad de 

testigos de hechos o peritos esenciales, (2) asuntos relativos a 

privilegios evidenciarios, (3) anotaciones de rebeldía, (4) casos de 

relaciones de familia, (5) asuntos de interés público y (6) situaciones 

                                                 
4 Citando a Mun. Autónomo de Caguas v. JRO Construction, 2019 TSPR 10, 

resuelto el 18 de enero de 2019; Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 

DPR 723, 729 (2017). 
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en la cuales esperar a la apelación constituye un fracaso 

irremediable de la justicia.  

Los criterios que el Tribunal de Apelaciones examina para 

ejercer la discreción sobre la expedición del certiorari se encuentran 

en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

XXII-B, R. 40, según enmendado por In re: Enmdas. Regl. TA, 198 

DPR 626 (2017). La citada Regla dispone lo siguiente:   

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa:   

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.   

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.   

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.   

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.   

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.   

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.   

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el 

foro de instancia es arbitrario o constituye un exceso de discreción. 

Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 649, 664 (2000). 

B. Reconvención 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil de 2009, supra, R. 10.2, 

establece que toda defensa de hechos o de derecho contra una 

reclamación se expondrá en la alegación responsiva, ya sea 

demanda, reconvención, demanda contra coparte o demanda contra 

tercero. Consejo Titulares v. Gómez Estremera et al., 184 DPR 407, 

423 (2012). A menos que, a opción de la parte que alega, pueda 

formular las siguientes defensas mediante moción debidamente 

fundamentada: (1) falta de jurisdicción sobre la materia; (2) falta de 
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jurisdicción sobre la persona; (3) insuficiencia del emplazamiento; 

(4) insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento; (5) dejar de 

exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio; 

y (6) dejar de acumular una parte indispensable. Íd. Conforme al 

ordenamiento procesal vigente, existen dos (2) tipos de 

reconvenciones: las permisibles y las compulsorias. Íd., págs. 423-

424.5 Las reconvenciones permisibles son aquellas reclamaciones 

que no surgen del mismo acto, omisión o evento que motivó la 

reclamación de la parte contra la que se presenta. Íd., pág. 424. En 

torno a las compulsorias, la Regla 11.1 de Procedimiento Civil, 

supra, R. 11.1, establece lo siguiente: 

Una alegación contendrá por vía de reconvención cualquier 

reclamación que la parte que la formula tenga 

contra cualquier parte adversa al momento de notificar dicha 

alegación, siempre que surja del acto, de la omisión o del 

evento que motivó la reclamación de la parte adversa y no 

requiera para su adjudicación la presencia de terceros sobre 

quienes el tribunal no pueda adquirir jurisdicción. Sin 

embargo, no será necesario incluir dicha reclamación 

mediante reconvención si al momento de comenzarse el 

pleito tal reclamación era ya objeto de otro pleito pendiente. 

 

A modo de excepción y con permiso previo del tribunal, la 

Regla 11.4 de Procedimiento Civil, supra, R. 11.4, dispone que una 

vez presentada la alegación responsiva, se podrá presentar por vía 

de reconvención una reclamación luego de presentada la misma, 

cuando su exigibilidad surja posterior a la presentación de la 

mencionada alegación responsiva. Una reconvención es 

compulsoria: (1) si existe una relación lógica entre la reclamación 

presentada en la demanda y la que es objeto de la reconvención; (2) 

cuando los hechos esenciales de ambas reclamaciones están tan 

vinculados que la economía judicial exige que se ventilen de 

conjunto; (3) si las cuestiones de hecho y de derecho entre ambas 

son las mismas; (4) si la doctrina de res judicata impediría una 

                                                 
5 Citando a S.L.G. Font de Bardón v. Mini-Warehouse Corp., 179 DPR 322, 332 

(2010). 
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acción independiente; y (5) si ambas reclamaciones surgen de la 

misma prueba y están vinculadas lógicamente. Consejo Titulares v. 

Gómez Estremera et al., supra, págs. 424-425.6 Ahora bien, si una 

reconvención compulsoria no se formula a tiempo, se renuncia a la 

causa de acción que la motiva; y quedarán totalmente adjudicados 

los hechos y reclamaciones sin que el demandado pueda presentar 

posteriormente una reclamación que haya surgido de los mismos 

eventos. Íd., pág. 425. 

[L]os tribunales poseen amplia facultad discrecional para 

decidir si permiten la enmienda a una alegación, inclusive en etapas 

adelantadas de los procedimientos. Colón Rivera v. Wyeth Pharm., 

184 DPR 184, 198 (2012).7 Solo ante la presencia de manifiesto 

perjuicio a la parte contraria o claro abuso de discreción al autorizar 

la enmienda procede la revocación de la determinación del juez. Íd.8 

III.  

En su recurso, el peticionario plantea, que el foro primario 

incidió al denegar su solicitud para presentar una reconvención en 

contra del señor Cofresí. Específicamente, arguyó que el tiempo 

entre su solicitud y la finalización del descubrimiento de prueba, era 

suficiente para que cada parte compareciera preparada para la 

disolución de la controversia en la fecha señalada por el TPI. 

Luego de evaluar cuidadosamente la totalidad del expediente 

y el derecho aplicable, resolvemos que el peticionario no ha señalado 

fundamento alguno que justifique la expedición del auto de 

certiorari. Tampoco hallamos indicio alguno de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto en la decisión recurrida que nos 

                                                 
6 Citando a R. Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto Rico: Derecho 

procesal civil, 3ra ed., San Juan, Ed. LexisNexis de Puerto Rico, Inc., 2007, pág. 

218. 
7 Citando a J. A. Echevarría Vargas, Procedimiento Civil Puertorriqueño, Colombia, 

[S. Ed.], 2010, pág. 116. 
8 Citando a S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, 179 DPR 322, 334 (2010); Neca 

Mortg. Corp. v. A&W Dev. S.E., 137 DPR 860, 868 (1995). 
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obligue a intervenir en la misma. Ante ello no identificamos algún 

criterio, al amparo de la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, que 

nos permita proceder según nos solicita el peticionario. 

Resulta pertinente reiterar que el peticionario presentó su 

contestación a la demanda el 23 de enero de 2019 y no fue hasta el 

14 de octubre de 2019 que solicitó permiso al TPI para presentar 

una reconvención. Es decir, a menos de tres semanas de culminado 

el descubrimiento de prueba, el peticionario solicitó la mencionada 

autorización. Conviene puntualizar además, que el peticionario se 

ha limitado a expresar que ha sufrido daños emocionales y a su 

propiedad posterior a la presentación de su alegación responsiva, 

sin más. Esto es, no ha especificado, en ninguna de las múltiples 

mociones que ha presentado requiriendo autorización para 

presentar una reconvención, cuáles fueron los daños cuya 

exigibilidad surgió posterior a la presentación de su contestación a 

la demanda.  

De otro lado, según surge de la normativa antes expuesta, el 

TPI posee amplia facultad discrecional para autorizar enmiendas a 

alegaciones -incluyendo la presentación de reconvenciones- y 

procede la revocación de la determinación del juez únicamente ante 

la presencia de manifiesto perjuicio a la parte contraria o claro 

abuso de discreción. El peticionario no nos ha colocado en posición 

para poder variar la determinación del TPI. 

IV.  

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos expedir el 

recurso de certiorari presentado por el señor Irizarry. 

Notifíquese. 

Lo acordó y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

 Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


